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JUZGADO SEGUNDO PROMISCUO MUNICIPAL DE MALAMBO 

Veintiocho (28) del año dos mil veintitrés (2023). 
 

 

Procede el Despacho a decidir la acción de tutela impetrada por la señora YADIRA 
BEATRIZ DE LA CRUZ MORENO, Identificada con la C.C. No. 1.048.278.041 contra 
CREDITITULOS, por la presunta vulneración de su derecho fundamental de PETICION Y 
DEBIDO PROCESO. 

 

I. ACTUACIÓN PROCESAL 
 

Mediante auto de fecha 07 de  julio de 2023, notificado a través de correo electrónico el 
día 10 de julio de 2023, el cual fue corregido por error involuntario de transcripción en el 
mes de elaboración de auto y nombre del accionado mediante auto de fecha 11 de julio 
de 2023, por lo que se volvió a notificar en debida forma el auto de corregido el día 12 de 
julio de 2023, oficiándose a CREDITITULOS, para que dentro del plazo de Cuarenta y 
Ocho (48) horas, siguientes al recibo del oficio, se pronunciara al respecto de los hechos 
invocados. Así mismo, se ofició a las vinculadas DATACREDITO EXPERIAN y CIFIN 
(TRANSUNION). 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Mediante acción interpuesta a través de correo electrónico, la accionante expone los 

hechos y pretensiones que le sirven de soporte para la presente acción de tutela así: 
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III. INFORME DE LAS ENTIDADES ACCIONDAS Y VINCULADA 
 

 

Ahora bien, la entidad Accionada CREDITITULOS al descorrer el traslado de la acción 

manifiesta: 

 

 

Por su parte DATACREDITO manifiesta lo siguiente: 
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IV. COMPETENCIA DEL DESPACHO. 

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, en armonía 

con los artículos 6 del decreto 2591 de 1991, este Despacho es competente para desatar 

la presente acción de tutela. 

 

V.- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 

 

 

Es criterio reiterado de este despacho judicial, teniendo como cimiento el artículo 86 de la 

Carta Política y lo prescrito en el artículo 6 del decreto 2591 de 1991, que guarda ilación 

con el precepto del artículo 1 del decreto 306 de 1992, en lo que atañe a la procedibilidad 

de la acción de tutela como mecanismo residual de protección inmediata de los derechos 

fundamentales, resulta ineludible realizar un juicio de valor a fin de determinar si la presente 

acción de tutela resulta procedente o no, por ello, previamente se debe constatar la 

existencia de mecanismos alternos de defensa judicial, y en el evento de encontrar que los 

susodichos mecanismos alternos si existen y si son adecuados para la defensa de los 

derechos presuntamente vulnerados, en todo caso, corresponde estudiar la viabilidad de la 

referida acción como mecanismo transitorio, en el evento que estuviera de por medio la 

inminencia de consumación de un perjuicio irremediable.  

 

Ahora bien, del análisis minucioso de los hechos que sirven de fundamento a la presente 

acción de tutela, deviene con claridad meridiana que el accionante de manera singular 

pretende que se ampare los derechos fundamentales al petición y habeas data, se ordene 

a la entidad accionada que ordene tutelar el derecho de petición por no haberse contestado 

en el tiempo establecido, el derecho de habeas data y se ordene la eliminación de los 

vectores negativos por no realizar las notificaciones previas. 

 

Problema Jurídico:  
El problema jurídico que se debe resolver por parte del Despacho para determinar si en el 
caso bajo estudio se han vulnerado al derecho fundamental alegado por la accionante en 
el libelo de tutela, se sintetiza en el siguiente interrogante: 
 
¿Se configura violación a los derechos fundamentales, derecho de petición, habeas data, 
del accionante YADIRA BEATRIZ DE LA CRUZ MORENO, por parte de la entidad 
accionada, a pesar de haberse contestado el derecho de petición a la accionada?  
 
Estructura de la Decisión 
Para analizar y resolver el problema jurídico planteado, la presente sentencia se 
desarrollará atendiendo el siguiente orden temático que a continuación se describe:  
 

1) La procedencia de la acción de tutela contra particulares, específicamente para 

invocar la protección del derecho fundamental al habeas data 2) Los derechos 

fundamentales al buen nombre y al habeas data. 3) El derecho fundamental al habeas 

data financiero. 4)   La procedencia de la tutela frente a la existencia de otros 

mecanismos de defensa judicial 5) estudio del caso en concreto.  

 

Con base en lo anterior, éste Despacho Judicial determinará si es procedente amparar los 
derechos fundamentales invocados mediante la presente acción de amparo, fin último que 
persigue esta acción constitucional. 
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la procedencia de la acción de tutela contra particulares, específicamente para 
invocar la protección del derecho fundamental al habeas data 

 

Al respecto, la Corte Constitucional en Sentencia T- 658/11, M-P: JORGE IGNACIO 

PRETELT CHALJUB, dijo  

 

El artículo 86 de la Constitución Política consagra la acción de tutela como un mecanismo 

subsidiario para la protección de los derechos fundamentales de los ciudadanos que se 

caracteriza por la prontitud en su resolución. Toda vulneración y amenaza de las garantías 

superiores por la acción u omisión de cualquier autoridad pública da lugar a la solicitud de 

amparo y la orden del juez constitucional estará dirigida a hacer cesar el agravio o evitar la 

configuración de un perjuicio irremediable. 

 

Como se indicó, la naturaleza de la acción de tutela es subsidiaria frente a otros mecanismos 

de defensa judicial, razón por la cual sólo procederá en caso de que la vía ordinaria carezca 

de idoneidad para la protección del derecho invocado. 

 

Ahora bien, es importante advertir que dicha acción constitucional procede 

excepcionalmente contra particulares en virtud de las relaciones asimétricas que se presentan 

en la sociedad. Al respecto, esta Corporación ha manifestado: 

 

“La jurisprudencia constitucional ha señalado que las grandes diferencias entre lo 

público y lo privado son cada vez menores, de tal forma que en la actualidad, la 

violación de los derechos fundamentales no solo puede provenir del Estado, sino 

también, de los particulares, concretamente cuando llevan a cabo actividades que los 

ubican en una posición de superioridad frente a la comunidad, lo que implica el 

reconocimiento de que las relaciones entre estos sujetos no siempre se desarrollan en 

planos de igualdad.” 

 

El último inciso del artículo 86 de la Constitución Política establece que procede el amparo 

constitucional contra particulares cuando éstos (i) prestan un servicio público y (ii) su 

conducta afecta gravemente el interés colectivo. Además, cuando (iii) el solicitante se halle 

en un estado de subordinación e indefensión frente a aquéllos. 

 

En reiterada jurisprudencia se ha explicado que el primer supuesto es de naturaleza objetiva, 

mientras que los restantes son de naturaleza subjetiva, por tanto, la procedencia de estos 

últimos debe analizarse a la luz de las especificidades de cada caso concreto. 

 

Sobre el estado de indefensión y subordinación, la jurisprudencia ha señalado algunas 

diferencias: 

 

“Entiende esta Corte que la subordinación alude a la existencia de una relación 

jurídica de dependencia, como ocurre, por ejemplo, con los trabajadores respecto de 

sus patronos, o con los estudiantes frente a sus profesores o ante los directivos del 

establecimiento al que pertenecen, en tanto que la indefensión, si bien hace referencia 

a una relación que también implica la dependencia de una persona respecto de otra, 

ella no tiene su origen en la obligatoriedad derivada de un orden jurídico o social 

determinado sino en situaciones de naturaleza fáctica en cuya virtud la persona 

afectada en su derecho carece de defensa, entendida ésta como posibilidad de 

respuesta efectiva ante la violación o amenaza de que se trate.” 

 

En definitiva, esta Corporación ha establecido que el estado de indefensión frente a un 

particular debe ser objeto de análisis dentro de cada caso concreto y, será el juez 

constitucional quien determine la procedencia o no del amparo invocado a la luz de las 

especificidades del mismo. 

 

Específicamente en el caso de la procedencia de la acción de tutela para invocar el amparo 

del derecho fundamental al habeas data, esta Corporación ha fijado como requisito previo 
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que el peticionario haya acudido a la entidad correspondiente para corregir, aclarar, rectificar 

o actualizar la información que se tenga de él, conforme se desprende del contenido del 

artículo 42, numeral 6° del Decreto 2591 de 1991. 

 

En este mismo sentido, el numeral 6° del literal II del artículo 16 de la Ley Estatutaria 1266 

de 2008, preceptúa: “Sin perjuicio del ejercicio de la acción de tutela para amparar el 

derecho fundamental del hábeas data, en caso que el titular no se encuentre satisfecho con 

la respuesta a la petición, podrá recurrir al proceso judicial correspondiente dentro de los 

términos legales pertinentes para debatir lo relacionado con la obligación reportada como 

incumplida (…)”  

 

Es decir que la acción de tutela es el mecanismo procedente para solicitar el amparo del 

derecho fundamental al habeas data contra un particular, cuando se evidencia el estado de 

indefensión frente al mismo y se verifica que el peticionario elevó la correspondiente 

solicitud de aclaración, corrección, rectificación o actualización del dato ante la entidad 

correspondiente.   

 
Los derechos fundamentales al buen nombre y al habeas data. 

 

Las garantías constitucionales al buen nombre y al habeas data tienen un carácter autónomo. 

 

El artículo 15 de la Constitución Política establece que “Todas las personas tienen derecho 

a su intimidad personal y familiar y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos 

respetar. De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones 

que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y 

privadas (…)”. Este precepto constitucional, consagra tres derechos fundamentales 

autónomos, a saber, intimidad, buen nombre y habeas data. 

 

Ahora, si bien dichas garantías guardan una estrecha relación, tienen sus propias 

particularidades que las individualizan, por lo cual, el análisis de su vulneración debe 

realizarse de forma independiente, pues el quebrantamiento de alguna de ellas no conlleva 

siempre al desconocimiento de la otra. En este respecto, la jurisprudencia constitucional, ha 

establecido las siguientes diferencias: 

 

“(…) en lo relativo al manejo de la información, la protección del derecho al buen 

nombre se circunscribe a que dicha información sea cierta y veraz, esto es, que los 

datos contenidos en ella no sean falsos ni erróneos. Por su parte, la garantía del 

derecho a la intimidad hace referencia a que la información no toque aspectos que 

pertenecen al ámbito de privacidad mínimo que tiene la persona y que sólo a ella 

interesa. Finalmente, el derecho al habeas data salvaguarda lo relacionado con el 

conocimiento, actualización y rectificación de la información contenida en los 

mencionados bancos de datos.”  

 

El buen nombre es uno de los bienes jurídicos más importantes que integran el patrimonio 

moral de una persona. En este orden de ideas, el ámbito de protección de este derecho, en 

materia de manejo de la información crediticia y financiera, está circunscrito a la veracidad 

y certeza de la misma, pues la transmisión de información errónea en este campo no solo 

afecta la buena imagen o fama que un individuo ha construido en sociedad, sino que también 

genera un impacto negativo en la esfera económica. Al respecto, esta Corporación ha 

referido: 

 

“Es claro que, si la información respectiva es falsa o errónea, no solamente se afectan 

los derechos a la honra y al buen nombre de la persona concernida, sino que, 

precisamente por el efecto multiplicador que tiene el informe negativo en las 

instituciones receptoras de la información incorporada al banco de datos o archivo, 

resulta notoriamente perjudicada en su actividad económica y en su situación 

patrimonial. No se pierda de vista que un cierre del crédito puede provocar una 
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cadena de incumplimientos forzados, la incapacidad de contraer nuevas obligaciones, 

la cesación de pagos y la quiebra”  

 

De otro lado, el derecho al habeas data o a la autodeterminación informática es aquella 

garantía constitucional que le permite a la persona “conocer, actualizar y rectificar las 

informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de 

entidades públicas y privadas (…)”. La jurisprudencia constitucional ha fijado las siguientes 

reglas para verificar su afectación: 

 

“(…) el derecho al habeas data resulta vulnerado en los eventos en que la información 

contenida en un archivo de datos (i) sea recogida de forma ilegal, (ii) sea errónea, 

(iii) o verse sobre aspectos reservados de la esfera personal del individuo”  

 

En conclusión, el derecho al habeas data o autodeterminación informática, puede ser 

transgredido, entre otros eventos, en el caso en que la información contenida en una base de 

datos sea recogida de forma ilegal o contenga datos erróneos. En este último evento no sólo 

estaría comprometido el derecho a la autodeterminación informática sino también el derecho 

al buen nombre. 

 
efectivamente su garantía al habeas data, la cual se traduce en la posibilidad de conocer, 

actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recopilado sobre él en las centrales de 

riesgo. De lo contrario, se vulneraría su derecho a la autodeterminación informática porque 

no tendría control sobre la información personal, financiera y crediticia que circularía 

respecto de él en las bases de datos públicas y privadas. 

 
VI. EL CASO CONCRETO. 

 
Adentrándonos al caso bajo estudio, observa este operador judicial, tal como está 
determinado en el acápite (I) de esta providencia, que el accionante, acude a la 
administración de Justicia por vía de tutela con la finalidad que se le garantice los derechos 
fundamentales invocados en precedencia, teniendo en cuenta que las entidades 
accionadas y vinculadas: CREDITITULOS, DATACREDITO (EXPERIAN) Y 
TRANSUNION (CIFIN), presuntamente vulneraron  el derecho de petición, habeas data,  
al dar respuesta al derecho de petición de fecha 05 de junio de 2023 fuera de termino y al 
no eliminar el reporte   negativo que pesa sobre el accionante en las centrales de riesgo, 
sin haber sido notificado previamente.  
 
Por su parte la entidad accionada CREDITULOS, manifiesta en su informe que los hechos 
que son de conocimiento de otras entidades no son de su competencia y, que no existe 
trasgresión de los derechos fundamentales por cuanto no existe reporte negativo. 
 
Por su parte DATACREDITO (EXPERIAN), toda vez que le fue contestado el derecho de 
petición a la accionante y que además en su historial crediticio no reposa reporte alguno 
por parte de CREDITITULOS. 
 
 Ahora bien, el Despacho al analizar las pruebas aportadas en la presente acción 

constitucional encuentra que, no obstante que, el derecho de petición no va dirigido a 

entidad accionada CREDITITULOS, esta procedió a darle respuesta al accionante en la se 

le explica que no existe registro de obligación pendiente con esa entidad. 

 

Asimismo, se aprecia que la entidad vinculada EXPERIAN COLOMBIA, CIFIN emitieron 

respuesta al derecho de petición objeto de esta acción en fecha 23 de junio de 2023, la 

cual aporta en su mismo escrito de tutela la accionante, demostrándose así que si dio 

respuesta a la petición independiente si fue favorable o no para el acciónate. 

 

En consecuencia, esta Agencia Judicial puede inferir que el derecho de petición no se 

encuentra vulnerado, teniendo en cuenta que fue respondido y enviada su respuesta al 

correo electrónico indicado por la accionante. 
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Con relación a la presunta vulneración de los derechos fundamentales al habeas data esta 
Agencia Judicial, al realizar un análisis minucioso de las pruebas, los hechos y pretensiones 
que motivan la cursante Acción Constitucional se evidencia que esta no se vulnera por 
cuanto no existe evidencia de un reporte negativo por parte de CREDITITULOS ante las 
centrales de riesgo. 
 
La Jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sostenido reiteradamente que se presenta 
un perjuicio irremediable cuando la persona afectada se enfrenta al detrimento grave de 
derecho fundamental, que exige de medidas de neutralizaciones urgentes e 
impostergables.  La Corte, desde sus primeros fallos, ha sistematizado los eventos en los 
que presentan un perjuicio irremediable, De esta manera, ha sostenido que este ha de ser 
lo suficiente grave e inminente.  
 
En conclusión, el Despacho estima que con los fundamentos expuestos hay razones 

suficientes, para negar la protección invocada por improcedente, tal como quedará 

establecido en la parte resolutiva de esta providencia. 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO PROMISCUO MUNICIPAL DE 

MALAMBO, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad 

de la Ley 

  

RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE el amparo constitucional invocado por la 

señora YADIRA BEATRIZ DE LA CRUZ MORENO, Identificado con documento: 

1.048.278.041 a nombre propio, contra CREDITITULOS, de conformidad con lo expuesto 

en la parte motiva de este proveído. 

  

SEGUNDO: DESVINCULAR de la presente acción titular a DATACREDITO (EXPERIAN) 

y TRANSUNION (CIFIN). 

 

TERCERO: El caso de que esta providencia no sea impugnada, remítase el expediente a 

la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

CUARTO: Notifíquese   a las partes y al Ministerio público de este Fallo, por correo 

electrónico o por cualquier otro medio expedito, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 16 del Decreto 2591 de 1991 

 

QUINTO: Prevenir a las partes para que, en caso de impugnar la presente decisión, se 
haga mediante escrito al correo electrónico de 

j02prmpalmalambo@cendoj.ramajudicial.gov.co este Despacho, dentro del horario 

comprendido de 8:00 a.m. a 12:00 pm y de 1:00 pm a 5:00 pm teniendo en cuenta las 
medidas adoptadas por la ley 2213-2022 y el Acuerdo CSJATA 22-141 del Consejo 
Seccional de la Judicatura del Atlántico 

 
SEXTO:   Archívese la presente acción de tutela, sin necesidad de auto que lo ordene, en 

caso de no ser seleccionada por la Corte Constitucional. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
PAOLA DELSILVESTRI SAADE 

JUEZ 
HB 
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